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ASUNTO
Resuelve la Sala lo que en derecho corresponda con ocasión de la acción de tutela que promueve el señor RUBÉN DARÍO GRANADOS BAQUERO, contra el MINISTERIO DE VIVIENDA, DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO PARA LA PROSPERIDAD SOCIAL, COMFAMILIAR RISARALDA Y FONVIVIENDA, para que sean amparados sus derechos fundamentales a la vivienda en condiciones dignas, vivienda para la población desplazada y la igualdad.
ANTECEDENTES

Cuenta el accionante que en el año 2000 fue víctima del desplazamiento forzado junto a su familia, por las amenazas que les hicieran grupos al margen de la ley, quienes les dieron setenta y dos horas para abandonar su hogar en Palocabildo-Tolima. Como consecuencia de lo anterior, llegaron al municipio de Dosquebradas, donde se instalaron y donde residen actualmente. Igualmente dice que él ahora convive con su compañera permanente y su hijo que hace poco nació. 
Por otra parte, informa que hoy en día se encuentra desempleado y sin ningún tipo de ayuda económica para sufragar los gastos básicos de su familia, como lo son arriendo y alimentación. También indica que, con base en el anuncio que hizo el Gobierno Nacional, de que entregaría cien mil viviendas gratuitas para la población más pobre, ha tratado de inscribirse en ese programa, pero ello no ha sido posible, ya que todas las oficinas supuestamente encargadas del tema le informan que no lo son, y que debe ir a otra, sin logar obtener de alguna respuesta efectiva. 
Bajo esas condiciones, considera que se están vulnerando sus derechos fundamentales y los de su menor hijo, pues ellos en su condición de desplazados deben tener prioridad para la inscripción y asignación de una de esas viviendas gratuitas. 

De acuerdo a lo dicho, solicita del Juez Constitucional proteger sus derechos y en consecuencia ordenarle a las entidades accionadas, que lo incluyan dentro del registro de beneficiarios del programa de las viviendas gratuitas; igualmente pide se le ordene a esas entidades asignarle una de manera prioritaria y preferente atendiendo su estado de vulnerabilidad y el hecho de haber sido despojado de su hogar por los violentos. 
TRÁMITE PROCESAL
La presente acción fue presentada el día 24 de septiemnre de 2013, ante los Juzgados del nivel Circuito del municipio de Dosquebradas, de allí fue remitida por competencia para ser repartida nuenvamente entre los competente para conocer de tutelas contra entidades del nivel nacional. De esa manera se le asignó a este Despacho mediante reparto del 25 de septiembre de este año, siendo recibida y admitida por esta Corporación mediante auto del mismo día, en el cual se ordenó notificar a las accionadas y vincular al Viceministerio de Vivienda y a la Unidad para la Atención Integral a las Víctimas y a la Alcaldía de Dosquebradas para que se pronunciaran, si a bien tenían hacerlo, respecto a los hechos materia de tutela.
RESPUESTA DEL ACCIONADO
Ministerio de Vivienda: La Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la cartera ministerial, después de transcribir las normas que en materia de vivienda rigen al ministerio, informó que las soluciones de vivienda no se daban por esa entidad de manera directa sino a través de otras entidades encargadas de esos asuntos, y sobre las cuales el ministerio cumple funciones de vigilancia, tales entidades son el Fondo Nacional del Ahorro y Fonvivienda; esta última es la encargada de verificar el cumplimiento de todos los requisitos por parte de las familias postulantes a los subsidios de vivienda para la población más pobre. En punto del tema de las viviendas gratuitas o subsidio familiar de vivienda 100% en especie, se expidió el Decreto 1921 de septiembre de 2012, mediante el cual se estableció quienes podrían ser los potenciales beneficiarios del mismo, indicándose que podrían ser aquellos hogares registrados en ciertos listados o bases de datos, como: UNIDOS, RUPD, Sisben, damnificados por desastres naturales, o habitantes de zonas de alto riesgo censados por las autoridades municipales. De esos listados el DPS realiza la selección de los potenciales beneficiarios del programa, teniendo en cuenta los porcentajes de composición poblacional del proyecto y atendiendo los criterios de priorización que se indican en el Decreto 1921 de 2012. Dicho listado es remitido a Fonvivienda para que allí se verifique cuáles de ellos cumplen los requisitos del DPS; hecho esto, Fonvivienda devuelve el listado al derpartamento, ya ahí, se realiza la selección de los beneficiario, pero si estos superan el número de viviendas a otogar, se procede a hacer un sorteo para escoger a quienes se les entregaran esas viviendas. 
De acuerdo a ello, si el señor Granados desea acceder a una de esas soluciones habitacionales, debe postularse primero para la misma, de acuerdo a las normas explicadas. 

Así las cosas, solicitó ser desvinculado del presente asunto, toda vez que en su actuar no existe vulneración alguna de los derechos reclamados. 

Comfamiliar: Después de explicar que ella no es la responsable del otorgamiento de los subsidios para las familias desplazadas, hizo saber que eso lo hace directamente Fonvivienda, y que las cajas de compensación, dentro del marco del convenio con esa entidad, sólo tiene como responsabilidad la de divulgar las convocatorias, dar información sobre las mismas, recibir las solicitudes, verificar y revisar la documentación presentada, digitalizarla e ingresar a los postulados en el Registro Único de Postulantes del Gobierno Nacional –RUP-, prevalidación y apoyo a las actividades de preselección; pero la asignación del subsidio o la vivienda, es única y exclusivamente de Fonvivienda. Por otra parte hizo saber que el señor Granados, no se encuentra postulado ni en esa caja de compensación, ni en ninguna otra del país, para acceder a un subsidio de vivienda. 
En punto del programa de viviendas gratuitas, comunicó que el Gobierno Central está en pleno proceso de postulación en todo el territorio nacional, y dentro de él se tiene en cuenta a un gran número de familias desplazadas. Para el caso del Departamento de Risaralda, se realizó una primera convocatorio en el mes de de junio de este año, y los beneficiarios de la misma fueron seleccionados desde Bogotá por parte del DPS. 
Fonvivienda: Después de transcribir las normas que la rigen, y aquellas pertinentes en materia de asignación de subsidios de vivienda para la población vulnerable y desplazada, indicó que en caso especificó de las viviendas gratuitas que serán entregadas por el Gobierno Nacional, son considerados como potenciales beneficiarios los hogares registrados en el RUPD, en la Red para la Superación de la Pobreza Extrema UNIDOS, o la que haga sus veces, y los potenciales beneficiarios de los programas SISBEN III. De acuerdo a esas bases de datos, el DPS es quien tiene la función de realizar la selección de los potenciales beneficiarios, para tal fin, y en punto especifico de las familias desplazadas se establecieron esquemas de priorización así: i) hogares pertenecientes a la red unidos y que cuentan con subsidio asignado sin aplicar; ii) hogares pertenecientes a red unidos con postulaciones ante Fonvivienda y en estado de calificados; iii) hogares pertenecientes a red unidos no postulados, y iv) los hogares de la base de datos del Sisbén III. Adicionalmente informó, que los hogares que se pueden postular a las convocatorias que realice Fonvivienda para la asignación de esas viviendas gratis, son aquellos señalados por el DPS como potenciales beneficiarios. En el caso de la accionante y revisadas las bases de datos se encontró que él no figura como postulado dentro de las convocatorias realizadas por esa entidad, para la población desplazada, en los años 2004 y 2007, tampoco en la hecha en el año 2011. Bajo esas circunstancias, y dado que el señor Granados no ostenta la calidad de postulado a ningún subsidio de vivienda, solicita se rechacen las pretensiones en su contra, toda vez que en ningún momento le ha vulnerado sus derechos fundamentales. 

Departamento Administrativo para la Prosperidad Social
: Informó que las competencias, responsabilidades y funciones del orden nacional y territorial respecto de la asignación y entrega de las cien mil viviendas gratuitas, están definidos en la Ley 1537 de 2012, el cual fue reglamentado por el Decreto 1921 de 2012, bajo ese entendido, transcribió aquellos artículos de esas leyes que indican sus funciones y deberes en el marco del este programa de vivienda. Posteriormente indicó las responsabilidades que tienen cada una de las entidades que manejan recursos y trabajan en pro de la población desplazada, para con ello concluir que su vinculación al presente asunto no tiene sentido y que debe ser desvinculado por falta de legitimación en la causa por pasiva, toda vez que según lo pretendido por el actor, la competencia, según sus reclamaciones, están relacionadas con las funciones de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas y Fonvivienda. 
Concluyó su intervención, indicando además de lo ya dicho, que la presente acción resultaba improcedente si se atiende el hecho de que el señor Granados la está usando como un mecanismo para reemplazar los trámites existentes para la asignación de las viviendas gratuitas, por cuanto no hay nada que indique la realización por su parte de alguno de los trámites necesarios, para por lo menos ser tenido en cuenta dentro de los hogares potencialmente beneficiarios de ese programa.     
Alcaldía de Dosquebradas
: Después de hacer un breve resumen de los hechos narrados por el accionante en su escrito, indicó que lo pretendido por él, es algo que no le corresponde a esa administración, por cuanto la atención a la población desplazada se encuentra en cabeza del Gobierno Nacional, y no de los entes territoriales, en el caso especifico de las soluciones de vivienda, de ello se encargan el DPS, Fonvivienda y el Ministerio de Vivienda, más del programa de las 100 mil casas gratis, el cual es exclusivamente de ellas. Adicionalmente indicó que el derecho a vivienda no es un derecho fundamental sino prestacional y por tanto no es susceptible de ser protegido mediante tutela, por cuanto quien lo invoca no puede exigir de forma inmediata y directa al Estado que resuelva su problema, menos cuando quien lo invoca no ha agotado los trámites administrativos correspondientes y no cumple los requisito jurídico-materiales para acceder a ello, especialmente si se tiene en cuenta, que en los procesos de selección de los beneficiarios de este tipo de subsidios la entidad competente, debe respetar el derecho a la igualdad y evaluar de manera rigurosa las condiciones socioeconómicas de todos aquellos que aspiran al mismo beneficio, para elaborar las listas de acuerdo a los procesos de priorización, teniendo en cuenta primero a los más necesitados. Para ilustrar el tema transcribió varios apartes de jurisprudencia sobre estos temas. Finalmente indicó, que a pesar de la situación del accionante, el municipio en estos momentos no tenía como ayudarle por cuanto no tiene ningún tipo de proyecto de vivienda, al no contar con recursos para ello, por tal motivo su vinculación en este caso resulta improcedente.
UARIV
: Empezó su respuesta indicando que ella no era la única responsable de la población desplazada, sino que para su atención se integra una red de instituciones encargadas del Sistema Nacional de Atención a las Víctimas de la Violencia. Para el caso especifico de los subsidios familiares para vivienda que se entregan en dineros o en especie a las personas y hogares en situación de desplazamiento, por una sola vez, para adquisición de vivienda nueva o usada, construir en sitio propio o mejoramiento de la ya poseída; hizo saber que dicho subsidio es entregado por el Ministerio de Vivienda a través de Fonvivienda, quien para ello se ciñe a una serie de procedimientos administrativos, los cuales se inician con la postulación de la persona interesada, misma que se realiza por intermedio de una caja de compensación familiar, previo cumplimiento de los requisitos exigidos por éstas; posteriormente Fonvivienda, procede a calificar, asignar y efectuar el desembolso de los recursos o la entrega del inmueble a quienes sean favorecidos. Con base en lo anterior, indicó que ella no era la competente para atender las pretensiones del accionante. Por último comunicó que el señor Rubén Darío Granados se encuentra inscrito en el RUPD, junto a un grupo familiar de ocho personas más, desde el 26 de octubre del año 2000, y su estado actual es activo. 

Por lo anterior solicita ser desvinculada del presente asunto.   
CONSIDERACIONES
1. Competencia:
Esta Sala de Decisión se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y numeral 2º del artículo 1º del Decreto 1382 de 2000. 

2. Problema jurídico planteado:

La proposición de la acción, tiene por objeto el amparo del derecho a la vivienda en condiciones dignas del señor Rubén Darío Granados Baquero.
3. Solución: 
Conforme con lo previsto por el artículo 86 de la Carta Constitucional, toda persona tiene acción de tutela para invocar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, directamente o a través de representante, la protección inmediata de sus derechos fundamentales, cuando estén siendo vulnerados o amenazados con la acción u omisión de autoridad pública, o con la conducta de algunos particulares en los casos expresamente previstos en la ley.

De acuerdo con la Carta Política, Colombia es un Estado social y democrático de derecho, lo que se traduce en la concepción humanista del Estado que procura la promoción y mantenimiento de unas condiciones mínimas de existencia de los asociados, acordes con la dignidad de la persona como integrante de la sociedad, por ello, el reconocimiento de la primacía de las garantías inalienables del ser humano y el establecimiento de mecanismos prácticos y seguros para su protección. 
Son los jueces quienes se encuentran en la tarea de proteger la aplicación de los derechos fundamentales de los administrados brindando a todos la posibilidad de acudir, sin mayores formalismos, a la protección directa e inmediata de estos cuando estima han sido violentados por la acción u omisión de una autoridad pública o de los particulares, buscando así el cumplimiento de uno de los fines del Estado como es la garantía de la efectividad de los principios, derechos y deberes.

Interpretando esta Colegiatura la manifestación del accionante, se advierte la intención de que por este medio se le ordene a quien corresponda asignarle una de las viviendas que se construirán por parte del Gobierno Nacional dentro del programa de las 100 mil viviendas gratis, atendiendo su situación de desplazado y de desempleado. 
El derecho a la vivienda digna.

Establece el artículo 51 de la Constitución que “Todos los colombianos tienen derecho a vivienda digna.” entendiéndose este como un derecho de carácter prestacional, de segunda generación, que de acuerdo a lo dicho por la misma norma constitucional requiere de un desarrollo normativo por parte del Gobierno Nacional para su realización, la Corte Constitucional lo ha definido así:
“El concepto de vivienda digna implica contar con un lugar, propio o ajeno, que le permita a la persona desarrollarse en unas mínimas condiciones de dignidad y satisfacer su proyecto de vida. Igualmente, el artículo 51 de la Constitución Política consagra el acceso a una vivienda digna como un derecho de todas las personas, y asigna al Estado la obligación de fijar las condiciones necesarias para hacerlo efectivo a través de la promoción de planes de vivienda de interés social, sistemas adecuados de financiación a largo plazo y formas asociativas para la ejecución de dichos programas.”

Ahora bien, al tratarse de un derecho catalogado como económico, de entrada se puede pensar que no es susceptible de ser protegido por vía constitucional, sin embargo, teniendo en cuenta que el hecho de habitar una vivienda digna está ligado con otro tipo de derechos de primera generación como lo son la salud y la dignidad humana, la jurisprudencia constitucional ha indicado que existen ciertos grupos poblacionales para quienes este derecho se torna en fundamental, dadas sus especiales condiciones de vida, y por tanto, en esos casos sí es susceptible de ser protegido por este medio; encontrándose dentro de esos grupos, a las familias en condiciones de desplazamiento. 

“4.2.2. Tratándose de población en situación de desplazamiento, debido a su especial condición de vulnerabilidad, la Corte ha indicado que su derecho a la vivienda digna es sujeto de una protección especial: se trata de seres expuestos a la violencia, al desarraigo y al extrañamiento, a la violación simultánea de los derechos a la vida e integridad, a la libertad personal, a tener una familia, así como a la pérdida o menoscabo de sus derechos a la propiedad y al trabajo y al desconocimiento de sus derechos sociales. De este modo, el restablecimiento de sus derechos fundamentales y socioeconómicos hace urgente el concurso inmediato del Estado. Por eso, la Corte ha establecido que el derecho a la vivienda digna es de carácter fundamental por conexidad, cuando se trata de personas desplazadas por la violencia y, en estos casos específicos, es susceptible de ser protegido mediante la acción de tutela. En tal sentido, esta Corporación ha proferido múltiples decisiones con el objetivo de proteger el derecho a la vivienda digna de la población desplazada.” 
 

Así las cosas, la presente tutela deviene en procedente toda vez que lo que con ella se busca es proteger el derecho fundamental de una familia que ha debido padecer la tragedia del desplazamiento forzado. 

Sobre el subsidio de vivienda para población desplazada.
El Decreto 951 de 2001, por medio del cual se reglamentó parcialmente las Leyes 3ª de 1991 y 387 de 1997, en lo relacionado con la vivienda y el subsidio de vivienda para la población desplazada, indica en su artículo 3º que los postulantes que serán potenciales beneficiarios de esos subsidios de los cuales trata esa norma son aquellos hogares conformados por personas víctimas del desplazamiento forzado que se encuentren debidamente inscritos en el RUPD. De allí que sea necesario indicar que para acceder a un subsidio de vivienda, bajo cualquier modalidad, es necesaria una postulación previa para adquirir el mismo, situación que es reiterada por el Decreto 2190 de 2009 y el 4729 de 2010.
Respecto al tema ha dicho la Corte Constitucional:

“3.9 En suma, la población en situación de desplazamiento tiene derecho fundamental a la vivienda. En desarrollo de este, el Estado se encuentra en la obligación de realizar acciones efectivas para que las personas víctimas del desplazamiento encuentren una solución definitiva, efectiva y adecuada a su problema de vivienda. La población en situación de desplazamiento tiene derecho a obtener, efectivamente, una vivienda que remplace la que perdió en medio del conflicto. Para esto podrá acceder a subsidios, a créditos especialmente diseñados por el Estado, así como a la asesoría y al acompañamiento permanente en su proceso.”

Ahora bien, en punto del programa de las 100 mil viviendas gratuitas se tiene que ello es un programa del Gobierno Nacional dirigido a familias que se están por fuera del empleo formal y que se encuentran dentro de alguno de estos grupos poblacionales: “a) que esté vinculada a programas sociales del Estado que tengan por objeto la superación de la pobreza extrema o que se encuentre dentro del rango de pobreza extrema, b) que esté en situación de desplazamiento, c) que haya sido afectada por desastres naturales, calamidades públicas o emergencias y/o d) que se encuentre habitando en zonas de alto riesgo no mitigable. Dentro de la población en estas condiciones, se dará prioridad a las mujeres y hombres cabeza de hogar, personas en situación de discapacidad y adultos mayores.”
 Con el fin de establecer la lista de los posibles beneficiarios de dichas viviendas estableció en los parágrafos 4º y 5º del citado artículo:
“Parágrafo 4º. El Departamento Administrativo para la Prosperidad Social elaborará el listado de personas y familias potencialmente elegibles en cada Municipio y Distrito de acuerdo con los criterios de focalización empleados en los programas de superación de pobreza y pobreza extrema, o los demás que se definan por parte del Gobierno Nacional. Con base en este listado se seleccionarán los beneficiarios del programa del Subsidio Familiar 100% de Vivienda en especie con la participación del Departamento Administrativo para la Prosperidad Social, de los alcaldes y del Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio a través del Fondo Nacional de Vivienda, en los municipios y distritos donde se adelanten los proyectos de vivienda de interés social prioritario. 

Tratándose de la identificación de los hogares localizados en zonas de alto riesgo no mitigable, los alcaldes municipales y distritales entregarán, al Departamento Administrativo para la Prosperidad Social y al Fondo Nacional de Vivienda, el listado de hogares potencialmente beneficiarios teniendo en cuenta, entre otros, lo previsto en el artículo 5 de la Ley 2 de 1991 que modifica el artículo 56 de la Ley 9 de 1989. 

Parágrafo 5°. Cuando las solicitudes de postulantes, que cumplan con los requisitos de asignación para el programa del subsidio familiar 100% de vivienda en especie excedan las soluciones de vivienda que se van a entregar en los proyectos de vivienda de interés prioritario que se realicen en el municipio o distrito, el Departamento Administrativo Para La Prosperidad Social realizará un sorteo para definir los postulantes beneficiarios del subsidio familiar 100% de vivienda en especie, de conformidad con los criterios de priorización establecidos en la presente ley, cuando no existan otros criterios de calificación, para dirimir el empate.”
Del caso concreto. 
En el presente asunto, como ya se ha visto, el accionante pretende que por esta vía constitucional se ordene, le sea asignado un cupo para ser beneficiario de una de las viviendas que serán entregadas por parte del Gobierno Nacional dentro del Programa de las 100 mil viviendas gratuitas, pues considera tener derecho a una de ellas dada su condición de desplazado. 

Afirma, que se ha presentado a las oficinas de varías entidades, sin mencionar a cuáles, solicitando ser registrado dentro de las listas de beneficiarios para el programa en mención, sin embargo hasta la fecha no lo ha logrado. 
A pesar de lo anterior, y de acuerdo a lo dicho por todas las entidades acá involucradas, se evidenció que hasta la fecha el señor Granados no ha presentado ningún tipo de solicitud para acceder a los subsidios de vivienda ante las entidades competentes para ello, esto es Fonvivienda, Departamento para la Prosperidad Social o Comfamiliar, pretermitiendo con ello el procedimiento administrativo tendiente a la asignación de los subsidios de vivienda para población en condiciones de desplazamiento; bajo esas condiciones no puede pretender la accionante que por este medio se le ordene la asignación de un cupo, pues toda vez que el derecho a la vivienda digna es de carácter prestación, requiere de la actividad de la persona para hacerse efectivo, la cual en este caso no se evidencia en gran medida, pues como ya se dijo, más allá de las supuestas averiguaciones e intentos de ser inscrito como potencial beneficiario del programa presidencial para la entrega de las 100 mil viviendas gratuitas en todo el territorio nacional para las familias más pobres, no se evidencia ninguna otra actuación, ni siquiera de que en el pasado haya intentado la postulación para acceder a los subsidios en dinero para compra de vivienda de interés social.    
Así las cosas, y teniendo en cuenta lo dicho por las diferentes entidades y especialmente por Fonvivienda y el DPS, respecto al procedimiento para la asignación de los cupos para la entrega de las viviendas gratuitas, es claro que el actor no acudió ante las entidades encargadas de la asignación de los mismos a exponerles a ellas su situación, por tanto emitir órdenes por este medio en tal sentido, no solo haría que el Juez constitucional se atribuya funciones que no son de su competencia, sino que también vulneraría los derechos fundamentales al debido proceso y la igualdad de aquellas familias, tanto en condiciones de desplazamiento como las que no, que realizaron todo el proceso de postulación, que llevan años esperando les sean asignados los recursos para la obtención de una vivienda digna y que se encuentran en similares o peores condiciones que las del petente. 

De esa manera, la Sala deberá negar por improcedente el amparo deprecado, toda vez que no se avizora vulneración alguna de los derechos aquí reclamados por parte de las entidades accionadas, ya que la asignación de los cupos para la entrega de las viviendas gratuitas se hizo por sorteo entre las familias que se encuentran dentro de los grupos poblacionales destinatarios de las mismas. 
Por último, quiere la Corporación instar al señor Granados para que se acerque ante las diferentes entidades encargadas de la atención a la población desplazada y a las víctimas de la violencia a solicitar ante éstas asesoría sobre los mecanismos y trámites necesarios para la obtención de los diferentes componentes de ayuda humanitaria que se tienen destinados para esta población, incluido el aquí reclamado.  

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,
RESUELVE

PRIMERO: NEGAR por improcedente la tutela de los derechos invocados por el señor RUBÉN DARÍO GRANADOS BAQUERO, contra FONVIVIENDA, COMFAMILIAR RISARALDA, MINISTERIO DE VIVIENDA Y DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO PARA LA PROSPERIDAD SOCIAL, y a la cual fueran vinculados la UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS Y LA ALCALDÍA DE DOSQUEBRADAS, conforme a lo manifestado en la parte motiva de la presente providencia.
SEGUNDO: INSTAR al señor Rubén Darío Granados Baquero, para que se acerque ante las diferentes entidades encargadas de la atención a la población desplazada y a las víctimas de la violencia, a solicitar ante éstas asesoría sobre los mecanismos y trámites necesarios para la obtención de los diferentes componentes de ayuda humanitaria que se tienen destinados para esta población, incluido el aquí reclamado.  

TERCERO: Se ordena notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. Y en caso de no ser objeto de recurso se ordena remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Magistrado

LUZ STELLA RAMÍREZ GUTIÉRREZ
Magistrada
JUAN CARLOS MORALES RAMÍREZ

Secretario
� Folios 56 a 73 del cuaderno de tutela. 


� Folios 38 a 49 Ibídem. 


� Folios 74 a 84 cuaderno de tutela. 


� Sentencia T-245 de 2012, M.P. Dr. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub.


� Corte Constitucional, sentencia T-003 de 2012, M.P. Dr. Mauricio González Cuervo.


� Corte Constitucional, sentencia T-847 de 2011, M.P. Dr. Mauricio González Cuervo.


� Inciso 2º del artículo 12 de la Ley 1537 de 2012. 
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